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l. INTRODUCCIÓN

Con este trabajo no se pretende hacer un estudio total acerca del
Capítulo II, Título III, Libro Primero del Código de Procedimiento Civil
referido a los apoderados de las partes. El mismo está enfocado a la actua­
ción en el proceso de los abogados en ejercicio, haciendo un bosquejo sobre
las maneras en que aquél puede intervenir ante los órganos jurisdicciona­
les.

Por su naturaleza científica, la participación en un proceso determi­
nado requiere de la experticia necesaria para llevar a cabo los actos que le
integran; la ley impone a las personas naturales y jurídicas la obligación de
nombrar abogados para que le asistan o representen en las diversas etapas
del juicio, tanto para su mejor defensa como para evitar los consejos o
consultas en las que se vería imbuido el juzgador, pudiendo ser participante,
con su asesoría, a favor de una u otra parte. Surge así la representación
procesal, concebida como las facultades para actuar ante el órgano juris­
diccional, en interés de la persona jurídica o natural que las concede; tam­
bién se dan estas facultades para actuar extrajudicialmente ante cualquier
autoridad civil, política, administrativa, personas jurídicas o naturales, esti­
mándose que éste puede ser un mandato general o especial. En virtud de
estos lineamientos, el abogado, constituido como apoderado, realiza los ac­
tos jurídicos procesales dentro de un juicio en el que toma parte en nombre
del que le otorgó el poder, reemplazándole en todos las incidencias tal se
tratara de él mismo.

Distinto es el caso del mandato conferido para realizar uno o más
actos jurídicos patrimoniales o no en beneficio del mandante, constituido a
través de un contrato para llevar a cabo una gestión determinada, la cual
tiene como propósito un acto declarativo que se evidenciará a través de un
servicio personal destinado a la consecución de un fin. Ambos casos están
indicados en el artículo 1.169 del Código Civil, cuya norma establece: «Los
actos cumplidos en los límites de sus poderes por el representante en
nombre del representado, producen directamente sus efectos en pro­
vecho y en contra de este último». En la doctrina y jurisprudencia se ha
estimado que esta norma es aplicable tanto en el ámbito sustantivo, como
en el procesal o adjetivo.
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MODOS DE REPRESENTACIÓN PROCESAL

La representación procesal la define Rangel Romberg como una
relación jurídica bien sea legal, judicial o voluntaria, mediante la cual los
actos procesales son realizados por el apoderado dentro de los límites de su
poder, a nombre de su representado, sobre quien recaerán los efectos
jurídicos que derivan de su gestión). Luego hace análisis de lo que debe
entenderse por cada una de esas relaciones jurídicas que enuncia en su
definición, sobre lo cual no se abundará en esta oportunidad.

Interesa a esta disertación la representación procesal o poder para
actuar en asuntos judiciales, que es aquella exigida por el Juez a las partes
para participar en un juicio determinado por medio de abogados apodera­
dos designados, con facultades para ello. Esta especie de subrogación pro­
cesal, permite a las partes no ocurrir a los órganos judiciales personalmente,
por cuanto confieren las facultades para la defensa de sus derechos e inte­
reses a profesionales del derecho que les suplan en su lugar, conocedores
de las técnicas utilizadas en el proceso, y de la ley en general.

11. REQUISITOS DEL REPRESENTANTE PROCESAL
Y TIPOS DE INTERVENCIONES PROCESALES

Las exigencias para ostentar la representación en juicio de aquél
que de una u otra forma participe en él, están indicados por el artículo 3° de
la Ley de Abogados, el cual exige que para comparecer por otro en juicio,
evacuar consultas jurídicas, verbales o escritas y realizar cualquier gestión
inherente a problemas o cuestiones jurídicas, se requiere poseer el título de
abogado, quienes son los únicos que tienen la capacidad de postulación en
nombre de otra persona dentro de un juicio, salvo las excepciones contem­
pladas en la Ley". Una vez obtenido el título de abogado de conformidad

------

1 RENGEL ROMBERG, Arístides, Tratado de Derecho Procesal Civil Venezolano, Tomo
JI, Editorial Ex Libris, Caracas, 1991, p. 34.

2 Las excepciones vienen dadas por el artículo 168 del C.P.e. La Ley Orgánica Procesal del
Trabajo en su artículo 46, por ejemplo, permite que las personas naturales puedan actuar
por sí mismas, pero debe entenderse que deben someterse a las exigencias de la Ley de
Abogados y Código de Procedimiento Civil para la representación en juicio. Este último,
en su artículo 882, referido al juicio breve, indica que si el valor de la demanda fuere menor
de cuatro mil bolívares, podrá proponerse verbalmente por el interesado, aún sin estar
asistido de abogado.
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con la Ley, deberá ser inscrito en un Colegio de Abogados y en el Instituto
de Previsión Social del Abogado; todo lo cual se debe hacer después de
cumplir con los requerimientos previos de protocolización ante una Oficina
de Registro.

El abogado podrá actuar en el proceso de varias maneras, a saber:
1) Mediante el poder que le inviste de la facultad para representar al man­
dante, el cual debe ser otorgado en forma pública o auténtica, sin que tenga
validez el poder simplemente reconocido aunque sea registrado con poste­
rioridad, como lo establece el artículo 151 del Código de Procedimiento
Civil. Esta figura de participación procesal podría tener variantes, como en
los casos del poder apud acta y la sustitución del poder; 2) A través de la
asistencia del abogado al demandante, al demandado o al tercero intervi­
niente en cualquier acto fundamental del proceso (demandas, contestacio­
nes de demandas, oposiciones de cuestiones previas y su contestación,
reconvenciones, pruebas, informes, apelaciones, actuaciones en los Juzga­
dos Superiores y en los casos ventilados ante el Tribunal Supremo de Justi­
cia, con excepción de las formalizaciones de recursos de casación); 3)
Cuando la parte se niega a designar abogado, el nombramiento lo hará el
Juez. En el caso del demandado, ocurre la designación del defensor ad
litem (Arts. 224, 225 y 226 del Código de Procedimiento Civil). 4) Otra de
las formas de intervenir en el proceso es la representación espontánea o sin
poder, que también se analizará posteriormente.

La diferencia entre un apoderado y un abogado asistente, radica en
que el apoderado actúa sustituyendo a su representado en el juicio con
libertad en su intervención, salvo los casos en que se exigen facultades
expresas según la Ley o que las mismas sean limitadas también de manera
expresa. El abogado asistente en un acto del proceso, no tendrá las mismas
responsabilidades de un mandatario judicial, pues su participación se redu­
ce a la mera asistencia en un acto determinado para el cual fue solicitado.

En cuanto al defensor ad litem, se ha dicho que es un cargo que el
legislador ha previsto con una doble finalidad: a) Colaborar en la recta ad­
ministración de justicia al representar y defender los intereses del no pre­
sente; y, b) Impedir que la acción en justicia pueda ser burlada en detrimento
de los derechos del actor, mediante el subterfugio de una desaparición ad­
hoc. Esa designación se hace en provecho del actor y del reo, en beneficio
del orden social y del buen desenvolvimiento de las instituciones del Estado.
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MODOS DE REPRESENTACIÓN PROCESAL

Es una verdadera gestión de negocios establecida por mandato de la Ley, a
favor del actor, del reo y del bien público",

Con relación al poder apud acta, se otorga para el juicio contenido
en el juicio correspondiente y generalmente se utiliza entre abogados para
el reemplazo de quien lo otorga. De la misma manera, la sustitución del
poder implica la actuación en el proceso del abogado designado, con las
facultades totales o parciales de aquél que suple.

En cuanto a la representación sin poder, es una figura contemplada
en la ley para el actor en los casos de herencias y coherederos, y de comu­
nidades de bienes donde uno de los comuneros actúa en representación de
otros que forman parte de la comunidad; en cuanto al demandado, cual­
quiera que reúna las condiciones de abogado para actuar en juicio, podrá
representar al demandado, todo lo cual se analizará con más amplitud en
esta exposición.

111. REQUISITOS INTRÍNSECOS DEL PODER PROCESAL

Según lo dispone el artículo 151 del Código de Procedimiento Civil,
el poder para actos judiciales debe otorgarse en forma pública o auténtica.
Se entiende esta exigencia, por cuanto el abogado designado deberá actuar
en el proceso en nombre de su representado, suplantándolo como parte en
el mismo. La forma pública a que se refiere la norma es la protocolización
del poder ante un Registrador, que lo dejará asentado en el Protocolo des­
tinado a tales fines (30, según la Ley de Registro Público); y la forma au­
téntica se refiere a dejarlo asentado en una Notaría Pública, consulado o
tribunal con facultades notariales. Si el otorgante no supiere firmar o no pu­
diere hacerlo, lo hará por él un tercero, dejándose expresa constancia de
ello en el instrumento-poder, como también la identificación de ese tercero
que está firmando a ruego. No será válido el poder simplemente reconoci­
do, aunque sea registrado con posterioridad. El legislador quiso darle so­
lemnidad al acto de otorgamiento del poder y por eso exige su forma pública
o auténtica, requisito que impone la obligación de transcribirlo íntegramente
en el Libro correspondiente, que es llevado a esos efectos en la oficina

J GACETA FORENSE, W 22, 2" Etapa, Volumen n, Sentencia del 21-10-58, p. 22.
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pública de que se trate. El funcionario hará constar que conoce al otorgante
del poder al cual identificará, además, si se tratara de una persona jurídica,
hará constar que tuvo a su vista los documentos, gacetas, libros o registros
que le han sido exhibidos, los cuales acreditan la representación que aquél
ejerce, con expresión de sus fechas, origen o procedencia y demás datos
necesarios para la identificación (Art. 155 del Código de Procedimiento
Civil).

En sentencia de13l de julio de 2000, el Juzgado Superior Quinto del
Trabajo del Area Metropolitana de Caracas, decidió que si el funcionario
que declara autenticado el poder no señala que tipo de documento le fue
exhibido (fotocopia simple, copia certificada, publicación), ni las fechas del
documento que tuvo a la vista porque solo menciona los datos de registro, ni
de donde procede el documento llevado a su presencia, siguiendo el conte­
nido del artículo 155 del Código de Procedimiento Civil, debe concluirse
que el poder no fue otorgado conforme exige el citado artículo de procedi­
miento, debiendo quedar desechado del proceso", Más aún, la mayoría de
los autores consideran que si no se cumplieron las formalidades para el
otorgamiento del poder debe tenerse por inexistente, pues la única formula
válida establecida por el legislador es la autenticación o registro', siendo
esta interpretación la adecuada para la legislación venezolana.

La presentación de los documentos ante el funcionario competente
que autentica o registra el poder es obligatoria, por cuanto estos documen­
tos, que demuestran cómo se origina la potestad de conferir el poder, pue­
den ser solicitados en exhibición por la otra parte, como lo dispone el artículo
156 del Código de Procedimiento Civil. El contenido del documento que
acredita el apoderamiento debe estar firmado por el otorgante, quien debe­
rá también suscribir el asiento llevado con tal propósito en la oficina respec­
tiva, conjuntamente con el funcionario que ha presenciado el acto de
otorgamiento. El apoderado no necesita estar presente, sino solamente iden­
tificado en el cuerpo del documento que le está acreditando la representa­
ción.

4 JURISPRUDENCIA RAMÍREZ y GARAY, Tomo 167, pág. 111, W 1656-00. Caracas,
2000.

5 SEQUERA, Carlos, Documento público o auténtico y poderes para actos judiciales,
Caracas, 1950, pp. 12 Y ss.
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Por último, para actuar en juicio como apoderado éste deberá ser
abogado en ejercicio de acuerdo a las previsiones del artículo 166 del Códi­
go de Procedimiento Civil que remite a las disposiciones de la Ley de
Abogados, cuyo artículo 3° establece que para comparecer en juicio por
otro, se requiere poseer el título de abogado, salvo las excepciones estable­
cidas en la Ley, y el mismo artículo en su único aparte señala que los repre­
sentantes legales de personas o derechos ajenos, así como los presidentes
o representantes de sociedades cooperativas, asociaciones o sociedades
civiles o mercantiles, que no fueren abogados, no podrán comparecer en
juicio a nombre de sus representados sin la asistencia de abogados en ejer­
cicio. De la misma manera se ratifica en el artículo 4° tal exigencia y el
artículo 5° se establece una prohibición para los Jueces, Registradores,
Notarios y demás autoridades civiles, políticas y administrativas, los cuales
sólo admitirán como representantes o asistentes de terceros, a abogados en
ejercicio para los asuntos reservados a éstos en virtud de la Ley, salvo lo
establecido en las leyes que regulan las relaciones obrero-patronales (los
trabajadores pueden asistir a los organismos administrativos sin abogado,
no así ante los órganos jurisdiccionales en los cuales se plantee una conten­
ción).

IV. REPRESENTACIÓN Y ASISTENCIA EN JUICIO

Anteriormente se asintió que para comparecer por otro enjuicio se
requiere poseer el título de abogado (Art. 3° de la Ley de Abogados) salvo
las excepciones legales como en el caso del Artículo 168 del Código de
Procedimiento Civil ( como accionantes, el heredero por su coheredero en
los juicios relacionados con la herencia y el comunero por su condueño en
los aspectos que se refieran a la comunidad; como demandados, aquél que
reúna la condición de abogado). Esta idea está reforzada por el artículo 150
del Código de Procedimiento Civil que establece: «Cuando las partes ges­
tionan en el proceso civil por medio de apoderados, éstos deben estar
facultados con mandato o poder».

Siempre que el poder se otorgue a una persona que no sea aboga­
do, para realizar cualquier actuación en juicio defendiendo los derechos e
intereses de su representado, deberá a su vez conferir poder a un abogado,
pues no tendrá validez la representación que ejerza con un abogado asis-
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tente, ya que sus facultades no son transmisibles a otro, sino mediante el
conferimiento de un poder. Así lo ha señalado la Casación venezolana en
repetidas oportunidades cuando el apoderado no es abogado y se asiste con
uno que lo sea para actuar en juicio, como se determinó en la sentencia N°
01703 de la Sala Político Administrativa de fecha 20 de julio de 2000, en la
cual se estableció: «Se observa que tales ciudadanas acudieron al proceso
asistidas por el profesional del derecho, abogado ... Sin embargo, conforme
lo prevé el artículo 166 del Código de Procedimiento Civil, sólo podrán
ejercer poderes en juicio quienes sean abogados en ejercicio, conforme a
las disposiciones de la Ley de Abogados. Esta Ley especial exige además
de la obtención del correspondiente título de Abogado de la República, la
inscripción en un Colegio de Abogados y en el Instituto de Previsión Social
del Abogado para dedicarse a la actividad profesional. En este orden de
ideas, es fácil colegir que para poder ejercer un poder judicial dentro de un
proceso se requiere ser abogado, lo cual no podrá ser suplido siquiera por la
asistencia de un profesional del derecho, salvo que la persona actúe en el
ejercicio de sus propios derechos e intereses. De tal forma, cuando una
persona que sin ser abogado ejerce poderes judiciales, incurre en una ma­
nifiesta falta de representación, al carecer de esa especial capacidad de
postulación que detenta todo abogado en ejercicio En el caso que toca
analizar a la Sala, se observa que las ciudadanas no son abogadas en
ejercicio y por ello mal pueden representar en el proceso a otras personas
naturales Esta manifiesta falta de representación que se atribuyen, obliga
a la Sala a declarar inadmisible la demanda intentada ... »6.

El artículo 1688 del Código Civil, refiriéndose al mandato en gene­
ral, establece que el poder conferido en términos generales, no comprende
más que los actos de administración; de modo que en la sentencia se está
convalidando un principio general del derecho sustantivo al exigir que se
confiera poder a un abogado para que represente a los que han encomen­
dado la gestión a otra persona que no es abogado, quien no podrá compare­
cer asistido por abogado en los actos fundamentales del proceso. De la
misma manera, otra sentencia de la Sala de Casación Civil del 08 de abril
de' 1999 indica que cuando un apoderado no es abogado, no puede interve­
nir judicialmente ni aún asistido de abogado: «Ha sido criterio reiterado de
esta Sala que la capacidad de postulación en juicio por otra persona es

6 También en JURISPRUDENCIA RAMÍREZ y GARAY, Tomo 167, W 1822-00, Cara­
cas, 2000, p. 462.
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exclusiva de los abogados, lo cual tiene por finalidad asegurar que los plan­
teamientos dirigidos a los órganos de administración de justicia contengan
la mayor claridad, sencillez y precisión técnico-jurídica posibles, evitando el
desgaste innecesario de la actividad jurisdiccional por impericia de los liti­
gantes, impidiéndose de esta manera que la sustanciación del proceso que­
de en manos del empirismo o improvisación de personas inexpertas, legos
en derecho, cuyas pretensiones correrían el riesgo de verse frustradas por
una utilización inadecuada de la ley adjetiva»?

Esas sentencias supra citadas reafirman las normas establecidas
tanto en el Código de Procedimiento Civil como en la Ley de Abogados,
acerca de la necesaria actuación del abogado en el proceso como apodera­
do, debido al mejor desenvolvimiento para intervenir con la pericia y técni­
cas necesarias para atender los juicios y a la conducta a seguir ante el
Tribunal, además de asesorar a la persona que lo utiliza, a quien sustituye
por el conocimiento cabal que posee tanto en materia procesal como en la
referida al controvertido; de manera que actuará autónomamente en tanto
no le sean impartidas instrucciones especiales. Calamandrei, con acierto,
indicó que el proceso no lo constituyen solamente los actos que deben su­
cederse en un determinado orden establecido por la ley, sino que también
en el cumplimiento de esos actos hay un orden alternado de varias perso­
nas, cada una de las cuales, en esa serie de actos, debe actuar y hablar en
el momento preciso, ni antes ni después. Pero no será únicamente alternar­
se en un orden cronológico preestablecido, de actos realizados por distintos
sujetos, sino que es la concatenación lógica que vincula cada uno de esos
actos al que lo precede y al que lo sigue y que dará a la otra parte la
oportunidad de realizar el acto inmediatamente después. El proceso es una
serie de actos que se cruzan y se corresponden como los movimientos de
un juego: preguntas y respuestas, réplicas y contrarréplicas, acciones que
provocan reacciones y que a su vez suscitan contrarreaciones''. El mismo
autor reafirma el criterio que sostiene acerca de la necesidad de designar
un representante abogado para intervenir en el proceso, al diferenciar el
mandato otorgado a cualquier persona, aún no profesionalmente calificada,
con el poder para la litis. Así, la parte que siendo procesalmente capaz para
estar en juicio, generalmente no llena los extremos que posee un profesio-

7 JURISPRUDENCIA RAMÍREZ y GARAY, Tomo 153, W 826-99, Caracas, 1999,
p. 391.

8 CALAMANDREI, Piero, Instituciones de Derecho Procesal Civil, Volumen I1I, p. 264,
Y Volumen 11, p. 379, Ediciones Jurídicas Europa América, Buenos Aires, 1973.
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nal de derecho para la defensa adecuada y el cumplimiento de los actos
procesales que requieren de técnicas especiales que son conocidas única­
mente por los abogados.

Adicionalmente, para actuar en las formalizaciones y contestacio­
nes de recursos de casación, así como intervenir en los actos de réplica y
contrarréplica ante el Tribunal Supremo de Justicia, deben cumplirse una
serie de requisitos entre los cuales figura ser abogado, de donde se des­
prende que se requiere poder para intervenir en estos actos, lo que se evi­
dencia aún más cuando en el mismo artículo 324 del Código de Procedimiento
Civil se dispone que el apoderado constituido en la instancia, que llene los
requisitos exigidos en este articulo, no requerirá poder especial para trami­
tar el recurso de casación.

Por otra parte, los abogados pueden ocurrir a un proceso como
asistentes del demandante, del demandado o del tercero interviniente para
un acto concreto en el cual se requiera la presencia de un abogado. En este
sentido, no tendrá las mismas responsabilidades que las de un apoderado,
ya que sólo es utilizado para un acto que le involucraría, pero no para los
demás actos del proceso.

El artículo 136 del Código de Procedimiento Civil, dispone que son
capaces para obrar en juicio, las personas que tengan el libre ejercicio de
sus derechos, que podrán gestionar por sí mismas (con la asistencia de
abogado, salvo que lo sea) o por medio de apoderados, observando las
limitaciones establecidas en la ley. La asistencia del abogado en juicio, de­
viene del artículo 40 de la Ley de Abogados, según la cual toda persona
puede utilizar los órganos de la administración de justicia para la defensa de
sus derechos e intereses, pero, quien sin ser abogado deba estar en juicio
como actor o como demandado o cuando se trate de quien ejerza la repre­
sentación por disposición de la Ley o en virtud de un contrato, deberá de­
signar abogado, para que le represente o asista en todo el proceso, lo cual
fue ratificado por el texto constitucional en su artículo 49, cuyo numeral 1
señala que son derechos inviolables en todo estado y grado de la investiga­
ción y del proceso la defensa y la asistencia jurídica, refiriéndose al debido
proceso, principio que se aplicará a todas las actuaciones judiciales y admi­
nistrativas.
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No obstante lo expuesto, se permite introducir acciones de amparo
constitucional sin la asistencia de abogados a todas las personas que se
sientan afectadas por la violación de un derecho constitucional, es decir, el
solicitante del amparo no necesita de la representación o asistencia de abo­
gados para interponer la acción de amparo constitucional, pero en los actos
subsecuentes del proceso si es obligatorio estar asistido o representado por
un abogado, si el accionante no tiene este carácter. En los casos para los
cuales no se presente el agraviado con la asistencia jurídica debida o un
representante judicial legalmente constituido en su nombre, ha sido cons­
tante la jurisprudencia al sostener que debe ordenarse la notificación de la
Defensoría del Pueblo para que, en razón de los numerales 1 y 3 del artícu­
lo 281 de la Constitución se le asista en los aspectos técnicos del proceso.
Si se trata de menores, de acuerdo a lo establecido en Ley Orgánica de
Protección al Niño y al Adolescente, debe notificarse a los Procuradores
de Menores de la jurisdicción donde se ventile el amparo. Con referencia a
estos criterios, la mayoría de los autores estima que al comparecer sin
abogado a interponer una acción de amparo, en virtud de la investida cele­
ridad dada a esta institución por la violación de una situación jurídica previs­
ta en la Constitución o en la Ley Orgánica de Amparo Constitucional, se
debe admitir la acción advirtiéndose al supuesto agraviado que debe desig­
nar un abogado para que le asista en la continuación del proceso y si se
negare, el Juez hará las notificaciones correspondientes a los mencionados
organismos. Si es el agraviante que se presenta en la audiencia constitucio­
nal sin abogado, el Juez deberá designar en ese acto un abogado asistente
y dado el caso en que no haya esta posibilidad, si no puede diferirse el acto
por la celeridad requerida, se admitirá que el agraviante realice su defensa.

Expuestas las excepciones anteriores y aclarado que para interve­
nir en un proceso judicial es necesario que la parte sea asistida por un
abogado, siempre que éste no lo haga en nombre propio como parte en ese
juicio, o de otra manera constituir como apoderado a un abogado en ejerci­
cio, que no tenga prohibición de actuar libremente según la Ley de Aboga­
dos (Arts. 12 y 13), se señalan a continuación las formas determinadas por
la ley procesal para concurrir como apoderado en un juicio.
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V. PODER CONVENCIONAL

El poder para el proceso debería conferirse previamente a la ac­
tuación del abogado, mediante documento autenticado o registrado (forma
pública o auténtica exigida en el artículo 151 del c.P.C.), señalándole las
facultades expresamente. Significa este acerto que será necesaria la re­
dacción de un instrumento que comprenda las prerrogativas que se le con­
fieren al abogado, presumiéndose que se otorga para todas las instancias y
recursos ordinarios y extraordinarios según lo establece el artículo 153 del
Código de Procedimiento Civil. Pero podría ser que el poder contenga algu­
nas limitaciones que impiden al apoderado proceder libremente en sustitu­
ción de la voluntad del conferente del poder, por cuanto sus actuaciones
fuera de los parámetros establecidos, se considerarían sin ningún efecto
con relación a su poderdante y así se podrían oponer a los terceros (salvo la
ratificación por el interesado que confirió el poder).

Según cita Henriquez La Rache, si las facultades no constan en el
poder, pero sí en los instrumentos que se refieran a aquél (atribuciones
estatutarias conferidas al administrador o personero poderdante; mandato
conferido al sustituyente o a quien da poder a nombre de otro) surtirán
efectos procesales, si se han llenado los requisitos que la ley indica para
producir esos efectos frente a terceros, independientemente que su fecha y
demás datos de registro hayan sido mencionados o no por el funcionario
que autorizó el otorgamiento del poder. Porque si no han sido mencionados
esos datos, la razón de pertinencia que tiene la restricción con el poder
conferido, lleva a considerar que el otorgamiento del poder (o sustitución)
adolece de un vicio sustancial que acarrea de un todo su nulidad por incum­
plimiento de los requisitos señalados en el artículo 155 del Código de Proce­
dimiento Civil (CSJ, Sent. 26-10-72, citada por Maruja Bustamante en su
recopilación de Jurisprudencia)", Sin embargo, las facultades dadas a un
administrador o presidente de una empresa por sus Estatutos, es menester
que al otorgar el poder se reflejen en el documento en el entendido que
podrían ser parte de las atribuciones que se confieren de esas que le fueron
dadas en el documento estatutario; si no constan podría ser objeto de im­
pugnación, ya que, como se dijo previamente, el poder procesal es el instru­
mento en que constan las facultades o atribuciones que se dan a uno o más

9 HENRÍQUEZ LA ROCHE, Ricardo, Código de Procedimiento Civil, Tomo I, p. 462,
Caracas, 1995.
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abogados para que en su lugar represente y defienda los derechos e intere­
ses del otorgante en un procedimiento judicial.

El poder podrá ser general o común, otorgado para actuar en todos
los procesos, como por ejemplo cuando se es apoderado de una empresa; o
específico para actuar en uno o más procesos determinados. Distinto es el
caso del poder o mandato conferido para otro tipo de gestiones, pues el
artículo 1.687 del Código Civil establece que el mandato es especial para
un negocio o para ciertos negocios solamente, o general para todos los
negocios del mandante. Esta norma no se encuentra en la ley adjetiva o
procesal porque el legislador consideró que el poder se confiere para la
actuación en juicio y, en consecuencia, para obrar en todas las instancias,
grados e incidencias del proceso, o como lo indica el artículo 153del Código
de Procedimiento Civil: «El poder se presume otorgado para todas las
instancias y recursos ordinarios o extraordinarios». Pero también exis­
ten las limitaciones legales establecidas en el artículo 154 eiusdem, que
faculta al apoderado para cumplir todos los actos del proceso que no estén
reservados expresamente por la ley a la parte misma, así como para conve­
nir en la demanda, desistir, transigir, comprometer en árbitros, solicitar la
decisión según la equidad, hacer posturas en remates, recibir cantidades de
dinero y disponer del derecho en litigio; todo lo cual requerirá de facultades
expresas. No obstante, hay otras situaciones procesales en que también se
necesita facultad expresa, como en el caso de la citación exigida por el
artículo 217 para que el apoderado del demandado pueda darse por citado.
En efecto, si ese poder conferido a uno o más abogados para el proceso no
indica expresamente que tiene facultades para darse por citado, la citación
carecerá de valor debido a la insuficiencia del poder.

Si el poder es otorgado a nombre de otra persona natural o jurídica,
deberá enunciarse en el documento que al efecto se elabore y exhibir al
funcionario, los documentos auténticos, gacetas, libros o registros que acre­
diten la representación que ejerce el conferente, lo que hará constar el
funcionario con expresión de sus fechas, origen o procedencia y demás
datos que concurran a identificarlos, sin adelantar ninguna opinión o inter­
pretación jurídica de los mismos (Art. 155 del Código de Procedimiento
Civil). Según sentencia del 28 de septiembre de 1988, la otrora Corte Su­
prema de Justicia interpretó que el otorgante de un poder sólo está obligado
a enunciar en el documento los datos más relevantes de los distintos recau­
dos que acrediten su carácter, con una breve descripción de los actos a que
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se refiere el recaudo en cuestión. «El significado literal de la palabra
enunciar... se traduce en expresar el otorgante en el poder, de manera bre­
ve y sencilla, los recaudos que acreditan su representación y su
contenido... Ello no obsta para que el otorgante si lo desea incluya una
transcripción parcial más completa de aquellos recaudos que acreditan su
representación, tal como lo preveía el artículo 42 del Código de Procedi­
miento Civil derogado. Pero lo que sí está claro es que el artículo 155 exige
que el otorgante en el poder, al menos, identifique breve y sencillamente los
recaudos que supuestamente acreditan la representación con que actúa,
para que posteriormente el funcionario que autorice deje constancia de los
documentos que le fueron exhibidos por el otorgante y que están identifica­
dos en el poder»!",

En los tribunales de instancia es muy frecuente la solicitud de exhi­
bición de los recaudos enunciados en el poder, mediante la impugnación del
mismo, lo que debe hacerse en la contestación de la demanda o en la pri­
mera oportunidad en que la parte ocurra al proceso para actuar como re­
presentante judicial de su otorgante. Si se permite que el apoderado actúe
con un poder insuficiente, posteriormente no podrá hacerse uso de la im­
pugnación, convalidándose el contenido del poder. En el artículo 156 del
Código de Procedimiento Civil se especifica la manera de objetar el poder:
Una vez que se fija el día y hora para la exhibición de los documentos,
gacetas, libros o registros mencionados en el instrumento que se pretende
rechazar y examinados como hayan sido por el interesado y el Tribunal,
éste resolverá dentro de tres días sobre la eficacia del poder, con vista a las
observaciones que haya hecho el impugnante. Si éste no asiste al acto de
examen de los recaudos exhibidos, el poder se tendrá por válido y eficaz;
pero cuando los documentos requeridos no se exhiben, el poder quedará
desechado lo que hará constar el Juez en el acta respectiva. En sentencia
del 23 de noviembre de 1999, la Sala Civil refiriéndose a la impugnación de
los poderes, ratifica la doctrina anterior sobre la oportunidad para hacerla
valer en juicio, que se verifica en «la primera oportunidad inmediatamente
después de su consignación en que la parte interesada en su desestimación
actúe en el proceso; de lo contrario hay que presumir que tácitamente se ha
admitido como buena y legítima la representación que ha invocado el apo­
derado judicial» y agrega la sentencia que está delimitado claramente en el

10 JURISPRUDENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Tomo 8-9, pp. 225 Y
ss, Recopilación por Osear Pierre Tapia, 1988.
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encabezamiento del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, «la
diferencia entre actos de la proposición de cuestiones previas y de la con­
testación de la demanda, así como la circunstancia según la cual la propo­
sición de cuestiones previas o la contestación de la demanda se efectúan
sin la presencia del demandante, es evidente que la impugnación del poder
del demandado debe hacerla el actor en la primera oportunidad que compa­
rezca después de la consignación de dicho poder» 11. Pero, según doctrina
de la misma extinta Corte Suprema de Justicia y ahora ratificada, la impug­
nación del mandato judicial está creada para demostrar si la persona que
otorgó el poder en nombre de otra, detenta le representación que dice tener
y tal impugnación no está prevista por el legislador para atacar simples
defectos de forma en la elaboración el poder.

VI. PODER APUD ACTA

Otra de las maneras de otorgar un poder para el proceso, es la que
se realiza en el mismo expediente, denominado poder apud acta, previsto
expresamente por el legislador en el artículo 152 del Código de Procedi­
miento Civil: «El poder puede otorgarse también apud acta, para el
juicio contenido en el expediente correspondiente, ante el Secretario
del Tribunal, quien firmará el acta junto con el otorgante y certificará
su identidad». Se observa que este tipo de poder no requiere estar auten­
ticado para que tenga validez, simplemente el interesado (asistido de abo­
gado) estampará una diligencia ante el Secretario del Tribunal para el juicio
que se lleva en el expediente en concreto, confiriendo facultades al aboga­
do 'para que le represente. «Apud acta» significa «en el mismo expedien­
te», según lo refiere el Diccionario de Derecho Procesal Civil publicado
por Eduardo Paliares", y es el mandato que se confiere en las propias
actas del expediente, se otorga o sustituye mediante un acta o diligencia,
haciendo constar que se autoriza a determinado abogado para representar
en ese juicio donde se otorga, a otra persona 13, lo cual implica que debe

11 JURISPRUDENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Recopilación Osear
Pierre Tapia, Tomo 11, p. 734, Caracas, Noviembre, 1999.

12 PALLARES, Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal Civil, Editorial PaITÚa S.A, 4"
Edición, México 1963, p. 91, cita de Enrique L. Fermín v., Revista N° 10 de Derecho
Probatorio, p. 381, Editorial Jurídica Alva. Caracas 1999.

13 ENCICLOPEDIA JURÍDICA OPUS, Tomo IV, Ediciones Libra, Caracas, 1995, p. 318.
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tomarse como un acto procesal porque se realiza y crea situaciones jurídi­
cas dentro del proceso, a diferencia del poder convencional o voluntario
considerado en la doctrina como acto prevenido o preparatorio que poste­
riormente puede convertirse en acto procesal al consignarlo en el expe­
diente, es decir, aquél es un acto constitutivo del proceso, mientras que el
poder conferido voluntariamente puede ser un acto que crea la expectativa
de usarlo o no en el juicio.

Una sentencia de casación de fecha 13 de noviembre de 1991,
estableció los requisitos para conferir un poder de esta naturaleza: «...el
artículo 152 exige, de manera terminante, que el Secretario firme el acta y
de fe de la identidad del otorgante, en atención a lo dispuesto en el artículo
10 del Reglamento de Notarías Públicas. Más aún, cuando el otorgamiento
del poder apud acta se hace mediante diligencia que redacta la propia par­
te, y que el Secretario, por mandato de los artículos 106 Y107 del Código de
Procedimiento Civil, debe suscribir; razón por la cual el artículo 152 eius­
dem, trae como requisito esencial que debe cumplirse, según lo contempla­
do en el artículo 7° del Código Procesal Civil, que el Secretario certifique la
identidad del otorgante y que obviamente el acto pasó bajo su presencia; lo
contrario sería dar entrada a todo tipo de irregularidades en el proceso ... En
consecuencia, si bien ahora el poder apud acta no tiene que ser inscrito en
el libro de registro como preveía el artículo 41 del Código de Procedimiento
Civil derogado, el Secretario tiene que autorizarlo, dando fe de la identidad
del otorgante...La Sala observa que los legisladores, en su afán de apartar
al Juez de la actividad diaria del proceso, sin lógica alguna, eliminaron la
facultad que éste tenía para presenciar el otorgamiento de los poderes apud
acta. Ciertamente resulta absurdo que el Juez, como máxima autoridad del
Tribunal y funcionario público, y ateniéndose a lo previsto en el artículo
1.357 del Código Civil, no tenga la facultad, al igual que el Secretario, de
presenciar y autorizar el otorgamiento de un poder apud acta ... »14.

La decisión transcrita inserta la interpretación que debe hacerse
del poder en referencia y, como consecuencia de la misma, si el Secretario
no-identifica al otorgante y firma el acta o diligencia, el poder no tendrá
ninguna validez y,por consiguiente, las actuaciones deberán ser considera­
das inexistentes, con los posibles perjuicios que le acarrearía al poderdante,

14 JURISPRUDENCIA RAMÍREZ y GARAY, Tomo 119, p. 389, W 1100-91. Caracas,
1991.
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quien es el interesado en que se hayan cumplido todos los requerimientos
para el conferimiento de ese poder.

VII. PREPRESENTACIÓN POR SUSTITUCIÓN DEL PODER

La sustitución del poder no está definida en el Código Procesal,
pero la doctrina la ha definido como la delegación en otro abogado con
capacidad y solvencia, de todas o parte de las facultades de representación
que ostenta el sustituyente. La sustitución puede hacerse con reserva de
ejercicio por parte del apoderado de las mismas facultades que transfiere al
sustituto, o puede hacerse sin esta reserva y en este caso, cuando se realiza
una sustitución total, el sustituyente quedará excluido del ejercicio del po­
der, lo que equivaldría a una renuncia del poder". El artículo 159 del Código
de Procedimiento Civil, contiene las reglas para efectuar la sustitución del
poder y de allí podría extraerse una definición simple: Consiste en la trans­
misión de las facultades, en todo o en parte, que le han sido conferidas en el
poder al sustituyente por el mandante.

La norma del artículo que se comenta establece que el apoderado
que hubiere aceptado el mandato, podrá sustituirlo en la persona que el
poderdante le hubiese designado o le designare, y a falta de designación, en
abogado capaz y solvente, si en el poder se le hubiere facultado para susti­
tuir. Si nada se dijo en el poder sobre la sustitución, también podrá ser
sustituido por el apoderado en abogado de reconocida aptitud y solvencia,
cuando por alguna causa no quisiere o no pudiere seguir ejerciéndolo. Si en
el poder se prohibe la sustitución, no podrá hacerse la misma, salvo en caso
de enfermedad, alejamiento forzado, envío de la causa a un tribunal de otra
localidad, o por cualquier otro motivo grave que le impida el ejercicio del
poder; pero en estos supuestos, el apoderado deberá comunicarlo al poder­
dante para que éste provea lo conducente. Si hay una prohibición expresa,
el sustituyente será responsable del perjuicio que la sustitución cause al
poderdante. En sentencia del 26 de octubre de 1972, la Sala de Casación
Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia, sostuvo que la sustitución
debe constar en el propio texto del poder o en otra forma auténtica. Tam-

15 Sentencia de la Sala de Casación Civil del 06 de agosto de 1998, citando la obra de Arístides
Rangel Rornberg, Tratado de Derecho Procesal Venezolano, Tomo Il, p. 43.
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bién analiza la posibilidad de restricciones en la sustitución, cuando se esta­
blece que el apoderado puede sustituir pero con la autorización del otorgan­
te, lo cual condiciona la sustitución a la aprobación previa de aquél. «Para
que se haga inválida la sustitución, es necesario que se haga contra la pro­
hibición expresa del mandante y que ésta conste en el mismo instrumento
del mandato o en otra forma auténtica, pues la efectuada en contravención
de documentos o instrumentos privados sólo hace responsable al sustitu­
yente de los perjuicios que causare a su representados".

El sustituto podrá sustituir, siguiendo las reglas establecidas para
toda sustitución e igualmente deben cumplirse las mismas formalidades que
se requieren para el otorgamiento de poderes (Arts. 160 y 162 del Código
de Procedimiento Civil), las cuales ya se esbozaron anteriormente cuando
se citan las otras formas de representación procesal (Arts. 150, 151, 152,
154, 155 Y 157). La sustitución, como lo señaló el autor citado, podrán
hacerse en forma total o parcial y el sustituyente podrá reservarse o no el
ejercicio del poder sustituido. El artículo 161 eiusdem, indica que pueden
ser especiales aun cuando el poder sea general, lo que ha sido criticado en
doctrina en cuanto se entiende que se refiere a sustitución parcial de un
poder general.

Para hacer una sustitución del poder conferido, sea en forma par­
cial o total, el Secretario del Tribunal deberá copiar íntegramente el poder
sustituido, después que se haya inscrito la sustitución en el expediente, si es
que la misma se ha efectuado en el Tribunal donde cursa la causa, porque
podría hacerse por instrumento autenticado o público y el Notario o Regis­
trador deberán observar las mismas formalidades que para el otorgamiento
de poderes. Si se trata de un poder conferido por una persona jurídica que
va a ser sustituido, los criterios no son uniformes, pues unos piensan que
para su validez deben cumplirse los requisitos del artículo 155 del Código de
Procedimiento Civil, pues allí se menciona expresamente que cuando fuere
sustituido por el mandatario, deberá enunciar en el poder y exhibir al fun­
cionario los documentos auténticos, gacetas, libros o registros que acredi­
ten la representación que ejercen y el funcionario hará constar en la nota
respectiva que esos recaudos le han sido exhibidos con expresión de sus
fechas, origen o procedencia y demás datos que concurran a identificarlos,
como si se tratará del otorgamiento del poder original.

16 GACETA FORENSE, N° 78, 2a etapa, p. 351.

Rp\""TA f)p F'mmTANTF.<; DE DERECHO DE LA UNIVERSlDAD MONTEÁVILA 151



MODOS DE REPRESENTACiÓN PROCESAL

Otros opinan que sería suficiente que el funcionario haga constar
los datos de otorgamiento del poder sustituido que le haya sido exhibido, y
así lo acogió una jurisprudencia de la Sala de Casación Civil del 06 de
Agosto de 1998, al señalar que no hay razón para que el Secretario del
tribunal deje constancia de la exhibición del poder y de sus datos de identi­
ficación, pues el mismo se halla incorporado en el expediente del juicio en
cuestión, según se desprende del escrito que contiene la sustitución del
poder, lo cual posibilita a la parte contraria la verificación de los datos sumi­
nistrados en el acto de sustitución del poder y las facultades de representa­
ción del sustituyente. Dice la sentencia que la finalidad de la norma del
artículo 155 es posibilitar al interesado la verificación y revisión mediante el
examen respectivo, de los documentos que acreditan la representación del
poderdante o el sustituyente. «Constando en el expediente mismo tales do­
cumentos no era necesario que el Secretario del tribunal hiciera la constan­
cia referida»!".

A pesar de lo expuesto, no siempre ha sido considerado de esta
manera por la jurisprudencia patria, que en oportunidades ha ratificado su
criterio que para la sustitución del poder deben enunciarse y exhibirse los
mismos documentos que se presentaron cuando se confirió ese poder, lo
cual resulta en un trámite adicional que dificulta la celeridad a que alude
tanto la Constitución venezolana como el mismo Código de Procedimiento
Civil. En sentencia de la Sala de Casación Civil de fecha 10 de marzo de
1999 se asentó: « ...El sustituyente en este poder en que sustituye su repre­
sentación, transcribe el poder que le había otorgado la poderdante ...Sin
embargo, no enuncia en el texto mismo de la sustitución los documentos
autenticados, gacetas, libros o registros que acreditaban la representación
del otorgante, como lo exige el artículo 155 del Código de Procedimiento
Civil, tratándose como se trata de un poder otorgado a nombre de una
persona jurídica; tampoco exhibe dichos documentos, y el funcionario o
Notario que autorizó el acto en la nota de autenticación no hizo constar que
le hubieran exhibido tales documentos, pues más bien establece que tuvo a
su vista el poder 'que aquí se sustituye' ... »18

17 JURISPRUDENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA recopilada por O.
Pierre Tapia, Tomo 8, p. 353.Caracas, Agosto, 1998.

18 JURISPRUDENCIA RAMÍREZ y GARAY, Tomo 152, p. 314, W 557-99. Caracas,
1999.
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Lo que sí está definido, es que el sustituyente podrá elegir si trans­
fiere o delega las facultades total o parcialmente al sustituto en la forma
que crea más conveniente, bien ante el tribunal donde se ventila la contro­
versia, o por instrumento separado en una Notaría Pública, cumpliendo los
requisitos del Código de Procedimiento Civil y en ambos casos el poder
sustituido debe ser transcrito íntegramente.

VIII. PODER OTORGADO POR UN CÓNSUL VENEZOLANO
EN EL EXTRANJERO

El articulo 157 de Código de Procedimiento Civil establece que si el
poder se hubiere otorgado en un país extranjero que haya suscrito el Proto­
colo sobre Uniformidad del Régimen Legal de los Poderes y la Convención
Interamericana sobre Régimen Legal de Poderes para Ser Utilizados en el
Extranjero, deberá llenar las formalidades utilizadas en dichos instrumentos
y, en caso contrario, deberá tener las formalidades establecidas en las leyes
del país de su otorgamiento. Ese poder, para que adquiera validez, deberá
estar legalizado por un magistrado del lugar o por otro funcionario público
competente, y por el funcionario consular de Venezuela y si no hubiere
consulado en ese país, deberá legalizarlo un funcionario consular de una
nación amiga, es decir, se requieren las certificaciones del Notario del país
extranjero que acredita la firma del poderdante, del funcionario del Ministe­
rio de Relaciones Exteriores de ese país y del funcionario consular venezo­
lano, además de la traducción al castellano por intérprete público".

Actualmente los poderes autenticados ante Notarías en el exterior,
solamente requieren para su legalización la colocación de una «Apostilla»
por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores de la República donde se
otorga dicho poder, de conformidad con lo establecido en el «Convenio de
La Haya de 1961, sobre la Eliminación del Requisito de la Legaliza­
ción de Documentos Públicos Extranjeros», aplicable cuando los países
involucrados en el documento formen parte como Estados Contratantes, y

19 Convención Interamericana sobre Régimen Legal de Poderes para Ser Utilizados en el
Extranjero: Artículo 2: «Las formalidades y solemnidades relativas al otorgamiento de
poderes, que hayan de ser utilizados en el extranjero se sujetarán a las leyes del Estado
donde se otorguen, a menos que el otorgante prefiera sujetarse a la Ley del Estado en que
hayan de ejercerse. En todo caso, si la ley de este último exigiere solemnidades esenciales
para la validez del poder, regirá dicha ley».
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Venezuela es uno de esos países. Según dispone este Convenio, no es ne­
cesaria la legalización Diplomática o Consular para los Documentos Públi­
cos, que han sido ejecutados en el territorio de un Estado Contratante (o
Estado Parte) y que deben ser presentados en el territorio de otro Estado
Parte del Convenio. Como consecuencia de ello, se elimina la formalidad
posterior de legalización por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores.
Con ese propósito se introduce una regla de control único, de obligatorio
cumplimiento para la validez del documento en otro país miembro, que se
traduce en colocar la Apostilla (sello o estampilla) por parte del país donde
se elaboró el documento. El sólo hecho de poner sobre el documento esta
Apostilla y dando cumplimiento a las formalidades requeridas por el Estado
miembro donde se emite el documento, le dará plena validez en los demás
Estados Contratantes, sin que se cumplan otras exigencias de legalización
ante los organismos competentes del Estado donde se pretenda utilizar el
mismo".

Todo esto podrá obviarse si el poder se otorga ante el agente del
servicio exterior de la República venezolana en el país del otorgamiento,
sujetándose a las formalidades establecidas en el Código de Procedimiento
Civil. En los consulados, se atribuye a los titulares funciones notariales,
aplicándose la excepción de extraterritorialidad de la ley. En este sentido,
los Cónsules deberán llevar los libros de registro de poderes donde se asienta
su autenticación, que tendrán validez absoluta en Venezuela, siempre que
se cumplan los requisitos para el otorgamiento y su autenticidad, es decir,
que en el documento se deje constancia que el acto de otorgamiento se
realizó en presencia del funcionario consular con competencia para esto y

20 Convenio de la Haya de 1961 sobre la Eliminación del Requisito de la Legalización de
Documentos Públicos Extranjeros: Artículo 1: «El presente Convenio se aplicará a los
documentos públicos que hayan sido autorizados en el territorio de un Estado contratante
que deban ser presentados en el territorio de otro Estado contratante. Se considerarán
como documentos públicos en el sentido del presente Convenio: ... c) Las certificaciones
oficiales que hayan sido puestas sobre documentos privados, tales como la certificación
del registro de un documento, la certificación sobre la certeza de una fecha y las autentica­
ciones oficiales y notariales de firmas en documentos de carácter privado.»Artículo 2:
«Cada Estado contratante eximirá de la legalización a los documentos a los que se aplique
el presente Convenio y que deberán ser presentados en su territorio. La legalización, en el
sentido del presente Convenio, sólo cubrirá la formalidad por la que los agentes diplomá­
ticos o consulares del país en cuyo territorio del documento deba surtir efecto certifiquen
la autenticidad de la firma, la calidad en que el signatario del documento haya actuado y, en
su caso, la identidad del sello o timbre que el documento ostente».
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que se han cumplido las formalidades legales de identificación del otorgan­
te, lo cual le constituirá en documento fehaciente.

Una sentencia de la extinta Corte Suprema de Justicia fechada el
26 de mayo de 1993 refiriéndose a una impugnación de un poder otorgado
en Japón, señala que la falta de cumplimiento de las formalidades del dere­
cho interno japonés en el otorgamiento del poder, país que no suscribió el
Protocolo sobre Uniformidad del Régimen Legal de Poderes ni la Conven­
ción Interamericana sobre ese mismo régimen, debe ser demostrada por el
impugnante, pues no puede limitarse a negar el cumplimiento de las forma­
lidades".

IX. REPRESENTACIÓN POR DEFENSOR AD·LITEM

De acuerdo al artículo 215 del Código de Procedimiento Civil, para
la validez del juicio debe cumplirse con la formalidad necesaria de citar al
demandado para la contestación de la demanda. Esta citación debe hacer­
se en forma personal, según lo previsto en el artículo 218 eiusdem, y si no
fuere posible se citará por correo certificado con aviso de recibo (Art.
219). Si no fueren posibles esas gestiones, se procederá de acuerdo a los
artículos 223 ó 224 a la citación por carteles, y es en este caso cuando se
nombra el defensor ad-litem si no comparece el demandado a darse por
citado en el lapso de comparecencia que se ha señalado a tal efecto. De
manera que el defensor ad litem es el representante del ausente o de aquél
que no está presente, para que el demandado no quede indefenso en el
proceso. Este defensor tendrá las mismas facultades de un apoderado judi­
cial para actuar en el proceso, con excepción de las reservadas por la ley a
la parte misma, además de las facultades para, las cuales se requiere facul­
tad expresa como las de convenir en la demanda, desistir, transigir, compro­
meter en árbitros, solicitar la decisión según la equidad, hacer posturas en
remates, recibir cantidades de dinero y disponer del derecho en litigio (Art.
154).

21 JURISPRUDENCIA RAMÍREZ y GARAY, tomo 125, p. 471, NO 558-93 b). Caracas,
1993.

REVISTA DE ESTUDIANTES DE DERECHO DE LA UNIVERSIDAD MONTEÁVILA 155



MODOS DE REPRESENTACIÓN PROCESAL

La doctrina aplicada constantemente tanto por los tribunales de
instancia como por el máximo tribunal, ha calificado el cargo de defensor
ad [ítem previsto por el legislador con una doble finalidad: colaborar en la
recta administración de justicia al representar y defender los intereses del
no presente, además de impedir que la acción judicial pueda ser burlada en
perjuicio del actor por la supuesta desaparición del demandado. Es decir, si
el demandado no comparece al emplazamiento del tribunal a darse por
citado, el legislador consideró que no podía quedar indefenso y para eso
precave el nombramiento de un defensor que atenderá el proceso y que
velará por sus intereses aportando sus conocimientos técnico-jurídicos. El
Tribunal al hacer el nombramiento, dará preferencia en igualdad de cir­
cunstancias a los parientes y amigos del demandado o de su apoderado,
oyendo cualquier indicación del cónyuge presente si lo hubiere y quisiere
hacerla (Art. 225); pero el Juez podrá alejarse de ese requerimiento cuan­
do considere que estará mejor defendido por otro abogado que no sea el
que le hayan indicado, aunque en la mayoría de los casos el Juez designará
al abogado que le haya sido mencionado si le merece confianza. Este de­
fensor ad [ítem cesará en sus funciones únicamente si se presenta en el
juicio un apoderado designado por el demandado.

Una sentencia reciente de la Sala Constitucional del Tribunal Su­
premo de Justicia sostuvo que la defensoría ad litem tiene un doble propó­
sito: «1) Que el demandado que no puede ser citado personalmente, sea
emplazado, formándose así la relación jurídica procesal que permite el pro­
ceso válido. Desde esta vertiente, la defensa obra incluso en beneficio del
actor, ya que permite que el proceso pueda avanzar y se dicte la sentencia
de fondo. 2) Que el demandado que no ha sido emplazado o citado, se
defienda, así no lo haga personalmente. Debido a este doble fin, el defensor
no obra como un mandatario del demandado, sino como un especial auxiliar
de justicia, que por no pertenecer a la defensa pública, debe percibir del
demandado sus honorarios, así como las litis expensas, tal como lo señala el
artículo 226 del vigente Código de Procedimiento Civil. ..La Sala considera
que es un deber del defensor ad litem, de ser posible, contactar personal­
mente a su defendido, para que éste le aporte las informaciones que le
permitan defenderlo, así como los medios de prueba con que cuente, y las
observaciones sobre la prueba documental producida por el demandante.
El que la defensa es plena y no una ficción, se deduce del propio texto legal
(artículo 226 del Código de Procedimiento Civil) que prevé el suministro de
las litis expensas para el defensor, lo que significa que él no se va a limitar
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a contestar la demanda, sino que realizará otras actuaciones necesarias
(probatorias, etc.) a favor del demandado. Lo expuesto denota que para
que el defensor cumpla con su labor, es necesario, que de ser posible, entre
en contacto personal con el defendido, a fin de preparar la defensa. Para
tal logro no basta que el defensor envíe telegramas al defendido, participán­
dole su nombramiento, sino que para cumplir con el deber que juró cumplir
fielmente, debe ir en su búsqueda, sobre todo si conoce la dirección donde
localizarlo ... »22.

X. REPRESENTACIÓN SIN PODER

El artículo 168 del Código de Procedimiento Civil permite que se
presenten en juicio como actores sin poder tanto el heredero por su cohere­
dero en las causas originadas por la herencia, como el comunero por su
condueño, en lo relativo a la comunidad. Por la parte demandada podrá
presentarse sin poder, cualquiera que reúna las cualidades necesarias para
ser apoderado judicial, siempre que se someta a las disposiciones pertinen­
tes de la Ley de Abogados. De esta norma se sustraen dos supuestos cla­
ramente definidos en las oportunidades en que él interesado actúe supliendo
al demandante o al demandado:

1.) Si se trata del primer caso, la ley establece las opciones para
presentarse enjuicio como demandante sin poder: que el problema plantea­
do lo sea por un heredero con relación a la herencia y en este caso podrá
presentarse también en representación de los coherederos; que haya una
controversia que involucre a comuneros, caso en el cual uno de ellos podrá
intentar la demanda en representación de sus condueños si el problema que
se ventila es referido a la comunidad a la cual pertenecen. Sin embargo,
estas personas para comparecer en juicio deberán nombrar abogado para
que les represente o asista en el acto procesal, como lo indican los artículos
3° y 4° de la Ley de Abogados, en concordancia con los artículos 150 y 166
del Código de Procedimiento Civil.

22 MEMORIAS DEL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA. Sentencia del 26-01-2004,
Expediente 02-1212.
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No obstante lo expuesto, la Sala Político Administrativa en Senten­
cia de 26 de febrero de 2002, ante el planteamiento de la demandada sobre
que el apoderado actor no tenía ese carácter para el momento de introdu­
cir la demanda y sólo fue después de ese acto que el demandante le confi­
rió la representación decidió «...existen una serie de normas procesales
que exigen al actor el cumplimiento de requisitos previos o la presentación
de documentos específicos para que el juez admita la demanda. Es lo que
en doctrina se denomina como documentos-requisitos indispensables para
la admisión de la demanda. En tales supuestos la ley asigna a esos instru­
mentos, no solo la función de medios de pruebas sino que los requiere para
realizar un determinado acto procesal, como lo sería la admisión de la
demanda...Sin embargo, para el caso específico del poder que acredite la
representación del actor, si bien la ley exige la presentación del mismo junto
con el libelo, no es menos cierto que conforme a los principios que imperan
en nuestro ordenamiento jurídico, su no consignación o la presentación de
un poder defectuoso no puede bajo ningún motivo acarrear la inadmisibili­
dad de la demanda, toda ver que en primer lugar, no se trata de uno de los
supuestos que contempla la norma procesal, aunado a que conforme a los
artículos 164 y 350 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con
el artículo 1.698 del Código Civil, los actos realizados sin poder o con uno
que adolezca de vicios pueden, como regla general ser ratificados. Y es el
caso que en la oportunidad de subsanar las cuestiones previas opuestas, la
actora consignó los recaudos de los cuales deriva su representación y rati­
ficó las actuaciones realizadas por sus apoderados judiciales, con lo cual se
ha convalidado el eventual vicio que dicho instrumento pudiera
contener. ..Sin embargo no puede pasar inadvertido que la falta de consig­
nación del poder que acredita la representación de la parte actora al mo­
mento de introducir la demanda es una omisión que debe ser tenida en
cuenta por los juecespara proceder a la admisión de la misma, toda vez que
si bien es cierto qué tales defectos u omisiones pueden, como regla general
ser subsanados, el carácter excepcional de la situación descrita conduce a
una interpretación restrictiva de dicha posibilidad, pues lo contrario pudiera
dar lugar a un estado de inseguridad jurídica en el que cualquier persona
podría ejercer derechos ajenos enjuicio sin la debida legitimación. De ma­
nera que, debe esta Sala en esta oportunidad exhortar a los operadores
judiciales para que no den curso a aquellas demandas en las cuales la parte
accionante no haya cumplido con lo pautado en el ordinal 8o del artículo 340
del Código de Procedimiento Civil, en lo relativo a la exigencia de que junto
al libelo sea consignado el poder respectivo. Por otra parte, debe esta Sala,
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en esta oportunidad, llamar la atención al apoderado judicial de la deman­
dante, en el sentido de que dicho abogado incurrió en una falta de probidad
al señalar en el libelo respectivo que acompañaba el poder que acreditaba
su representación y no obstante lo expuesto el mencionado instrumento fue
otorgado en fecha posterior, situación esta última que constituye una afir­
mación falsa que no se compagina con la realidad procesal reflejada en las
actas del expediente... »23.

En la sentencia indicada, algunas de cuyas partes han sido transcri­
tas, se observa una grave contradicción, en el entendido que afirma en
varias oportunidades que puede introducirse una demanda sin poder en
cualquier caso, lo cual puede ser subsanado posteriormente; pero luego
exhorta a los tribunales de instancia a no admitir este tipo de demandas en
que no se presente el poder y lo más importante para tomarse en conside­
ración a la hora de actuar en un proceso como demandante, es que llama la
atención al abogado por su falta de probidad al hacer afirmaciones falsas
sobre la presentación del poder cuando no lo hizo. Es cierto, como lo prevé
la decisión, que no deberían admitirse demandas a las que no se acompañe
el poder que acredite la legitimación de la persona que se presenta como
apoderado del actor y es esta una de las cuestiones previas establecidas en
el artículo 346 del Código de Procedimiento Civil que puede oponerse al
demandante y este podrá subsanarlo como lo hizo en la referida demanda,
pero más que una cuestión previa subsanable, debería ser declarada inad­
misible de conformidad con los artículos 4° de la Ley de Abogados y 150
del Código de Procedimiento Civil que obligan a las partes a designar abo­
gado para actuar en juicio y conforme a lo dispuesto en el ordinal 11° del
artículo 346 del Código de Procedimiento Civil sobre la prohibición de la ley
de admitir la acción propuesta, puesto que no se admitirá ninguna demanda
que sea contraria al orden público, a las buenas costumbres o a alguna
disposición expresa de la ley (Art. 341 del Código de Procedimiento Civil),
siendo un requisito de la demanda que se consigne el poder, como lo indica
el ordinal 8° del artículo 340 eiusdem.

Otra sentencia de la Sala de Casación Civil con fecha 20 de di­
ciembre de 2002, refiriéndose a la inadmisibilidad de un recurso de hecho,
establece que no puede presentarse en juicio como representante del actor,
quien no tenga capacidad de postulación: « ...Ahora bien, de la precedente

23 TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA, Sentencia N° 353.
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transcripción se evidencia que la negativa del Juzgado Superior de admitir
el recurso de casación estuvo ajustada a derecho, pues el supuesto de la
norma contenido en el artículo 168 del Código de Procedimiento Civil, per­
mite la representación sin poder en juicio de la demandada por abogados
que reúnan las cualidades necesarias para ser apoderados judiciales, por lo
tanto dicho artículo que no es aplicable en el presente caso, en razón de que
la abogada ..., actuó sin mandato judicial en nombre de la demandante...De
la revisión de las actas que conforman el presente expediente, no consta
que a la abogada .. .le haya sido conferido poder para actuar en representa­
ción de la demandante, por lo cual, al no tener la facultad expresa para
efectuar los actos procesales previstos en la ley, verbigratia anunciar el
recurso extraordinario de casación, la Sala considera que dicho recurso es
inadmisible, lo que determina la declaratoria sin lugar del presente recurso
de hecho»?".

Se infiere de lo expuesto, que la representación sin poder en nom­
bre de la parte actora, no podrá ser válida sino en los casos de un nexo
patrimonial sobre una comunidad de bienes o una herencia. Si en el juicio se
interpone un recurso ordinario o extraordinario en nombre del sujeto activo
del proceso utilizando la figura de representación sin poder, esa posición no
se aviene con los supuestos establecidos en el artículo 168 y, por consi­
guiente, no será procedente esa actuación, tomándose como inexistente.

2.) En cuanto a la representación sin poder del demandado, la ley
permite que se presente al proceso sin poder cualquiera que reúna las con­
diciones para ser apoderado judicial, siempre que se observen las disposi­
ciones pertinentes de la Ley de Abogados, es decir, que sea abogado
capacitado para ejercer poderes en juicio, de acuerdo a lo que se expuso
previamente. Para actuar con este carácter, el abogado debe encabezar su
defensa haciendo aclaratoria en forma expresa de la representación sin
poder que ejerce de conformidad con el artículo 168 del Código de Proce­
dimiento Civil y, además, debe ser aceptada por la otra parte o por el Tribu­
nal en la ocasión en que se alegue para que se produzcan los efectos válidos
de esa representación. En sentencia de la Sala de Casación Civil del 24 de
abril de 1998 que ratifica doctrinas anteriores, se recuerda que la represen­
tación sin poder debe hacerse valer en forma expresa y no surge en forma

24 JURISPRUDENCIA RAMÍREZ y GARAY, Tomo 195, p. 499, N" 2272-02, Caracas,
2002.
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espontánea, por más que el sedicente representante reúna las condiciones
requeridas para ejercer poderes en juicio; debe ser expresamente invocada
en el acto en que se pretende la representación".

La representación sin poder del demandado está limitada a su de­
fensa, pues si se trata de la contestación de la demanda, no podrá proponer
una reconvención o mutua petición, por cuanto ésta constituye una preten­
sión del demandado que podría plantearse en forma autónoma, mediante un
nuevo juicio. Si el artículo 168 condiciona la actuación del abogado con
cualidad para acudir al proceso representando al demando sin poder, no
podrá en esa ocasión esgrimir como defensa la reconvención, porque se
trataría de un nuevo juicio propuesto contra el actor del proceso en cues­
tión, quien sería demandado por el reconviniente. Antes se planteó que sólo
podrán presentarse en juicio como representantes sin poder del actor, el
heredero por su coheredero en asuntos relacionados con la herencia y el
comunero por su condueño cuando se trate de la comunidad de bienes a las
que pertenece.

Henriquez La Roche estima que la iniciativa de cualquier abogado
para actuar como representante del demandado sin poder, debe ser conci­
liada con la potestad del Juez para nombrar el defensor ad litem, en las
cuales deben prevalecer las preferencias dispuestas en el artículo 225 del
Código de Procedimiento Civil a favor de los abogados parientes y amigos
del demandado, oyendo las indicaciones del cónyuge presente, si lo hubiere
y quisiera hacerla. Este nombramiento de defensor tendrá preferencia por
sobre la intervención espontánea que haga un abogado, en calidad de re­
presentante sin poder del demandado". A esta aseveración puede agregar­
se, que el representante sin poder actuará en el juicio si no hay nombramiento
de defensor ad litem, o en aquellos actos posteriores a la contestación de la
demanda en que el defensor designado no se presente por alguna circuns­
tancia. El único caso en que el representante sin poder se presente a con­
testar la demanda será cuando haya sido citado el demandado para ese
acto y no comparezca, pues agotados los trámites de la citación, de acuer­
do con los artículos 223, 224 Y225 del Código de Procedimiento Civil, se le
designará el defensor con quien se entenderá la citación.

25 JURISPRUDENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, recopilada por Osear
Pierre Tapia, Tomo 3, Caracas, Marzo, 1998.

26 HENRÍQUEZ LA RaCHE, Ricardo, Código de Procedimiento Civil, Tomo 1, p. 508,
Caracas, 1995.
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